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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Ricardo Falero. 


MIEMBROS: Señores Representantes Guzmán Acosta y Lara, Juan José Bentancor, Nora Castro y 
Alejandro Falco. 


CONCURRE: Señor Representante José Bayardi, Presidente de la Comisión de Defensa Nacional. 


INVITADOS: Por la Prefectura Nacional Naval, Contralmirante Tabaré Daners, Capitán de Navío, Carlos 
Ormaechea; Capitán de Navío, Aníbal del Río; Capitán de Navío, Nelson Ventura; Capitán 
de Navío, Jorge Raggio; Capitán de Corbeta, Gustavo Trinidad y doctor Sergio Robles, 
asesor letrado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Falero).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Legislación del Trabajo da la bienvenida al Prefecto Nacional Naval, Comandante Daners, a 
los Capitanes de Navío Carlos Ormaechea, Aníbal del Río, Nelson Ventura y Jorge Raggio, al Capitán de 
Corbeta, Gustavo Trinidad y al doctor Sergio Robles. Les anunciamos que también están invitados a 
participar de esta sesión los integrantes de la Comisión de Defensa Nacional, quienes posiblemente se irán 
integrando en el transcurso de la reunión, por lo menos su Presidente, el señor Diputado Bayardi. 


La Secretaría de la Comisión envió a los señores invitados una información previa, que contenía alguno de 
los temas que tenemos para considerar. 


El primero de ellos -que es un tema de larga discusión, de larga data-, es el relativo a la situación de los 
mozos de cordel. El otro tema que tenemos en carpeta tiene que ver con una situación planteada por el 
Consejo de Educación Técnico Profesional con respecto a la existencia de simuladores de navegación, que 
actualmente están -por lo menos hasta donde tenemos noticias- en la órbita de la Armada Nacional. En tercer 
lugar, deberíamos realizar un análisis con respecto a la vigencia de las normas de la OIT y de la Organización 
Marítima Internacional en lo que tiene que ver con las relaciones de trabajo, ya que parecería que tenemos 
algún tipo de conflicto en cuanto a la jurisdicción de las normas de la OIT y de la OMI, o algún tipo de vacío 
legal, el cual deberíamos considerar a los efectos de determinar cuál es la situación. 


El siguiente punto a considerar es el relativo a la cantidad de tripulantes de nacionalidad uruguaya en buques 
de bandera nacional, tanto en Marina Mercante como en marina de pesca, ya que existe una norma con 
respecto a eso. 


Por otra parte, esta Comisión está abocada, entre otras cosas, a analizar la situación vinculada al importante 
índice de desocupación que tiene el país. En ese sentido, ha desarrollado una serie de actividades en el marco 
de lo que hemos denominado "Políticas Activas de Empleo", y una de las áreas en las que estamos trabajando 
es la del desarrollo de la Marina Mercante nacional. Por lo tanto, también quisiéramos contar con la opinión 
de la Prefectura Nacional Naval en cuanto a este tema, a los efectos de saber si es posible generar 
mecanismos, normas o iniciativas tendientes a fortalecer el funcionamiento de la Marina Mercante nacional, 
hoy prácticamente inexistente. 


Le damos la palabra al señor Comandante, aclarándole que sin duda puede elegir entre los temas que hemos 
agendado. 


SEÑOR DANERS.- En primer lugar, agradezco la bienvenida, y no tendría problema en abordar los 
temas indistintamente, pero voy a seguir el orden que el señor Presidente expuso. 


Sin duda, el problema de los mozos de cordel -de larga data; es una actividad que se desarrolla prácticamente 
en tres puertos de nuestro país: Montevideo, Colonia y Piriápolis en la temporada- hace eclosión por los 
atrasos en los pagos de las empresas a las cuales se les presta el servicio correspondiente por parte de los 
mozos de cordel. 


(Ingresa a Sala el señor Representante Bayardi) 


———El Fondo de Retribución para los mozos de cordel fue creado por la Ley N” 10.066, de 16 de abril 
de 1941. Esa ley estableció que se debía hacer una extracción fija a cada pasaje que se vendía de 
Montevideo a Buenos Aires para la retribución de los mozos de cordel. Eso fue variando de acuerdo a 
las sucesivas normas; la actual establece que el 2% del costo de cada pasaje se debe destinar a las 
retribuciones y el Fondo de los mozos de cordel. 


Desde hace unos cuantos años -creo que desde el año 2000-, se vienen generando ciertos atrasos por parte de 
las empresas, ya que estas no vuelcan esas retribuciones o esos descuentos que deberían hacerse a los pasajes. 
Esas deudas se fueron incrementando hasta que a mediados del año 2001 se llegó por parte de alguna de las 
empresas a prácticamente una cesación de pagos; es decir que no había aportes para los mozos de cordel. 


En ese momento la Prefectura Nacional Naval llevó a cabo una serie de acciones legales y judiciales a los 
efectos de solucionar el problema que se había planteado. En aquella oportunidad una de las empresas -Los 
Cipreses- debía más de $ 4:000.000; Ferry Líneas debía aproximadamente $ 1:700.000 y la empresa Belt 
debía alrededor de $ 1:348.000. 


Por lo tanto, de acuerdo a lo que indicó el asesor legal de la Prefectura, se tomaron una serie de acciones que 
comenzaron con la intimación de pago y siguieron con un embargo. Posteriormente, se llegó a un arreglo de 
partes, por medio del cual se determinó cuál iba a ser la forma de pago de las deudas generadas por las 
empresas. Esto funcionó en una forma regular hasta que a mediados del año 2002, nuevamente se produjeron 
atrasos importantes en los aportes que tenían que hacer las empresas para las retribuciones de los mozos de 
cordel. 


Por esta razón, se estudió la situación y se efectuaron tres o cuatro reuniones desde abril hasta agosto del año 
2000. Dichas reuniones se llevaron a cabo con los mozos de cordel de Colonia y Montevideo, en algunas 
oportunidades con su asesor legal -quien tiene a su cargo el control administrativo, que por ley le corresponde 
a la Prefectura-, y con el asesor legal nuestro. En esas reuniones se llegó a la conclusión de que, de acuerdo a 
determinados escritos que habían presentado las empresas, no era conveniente seguir los mismo pasos que la 
vez anterior. 


¿Por qué digo esto? Porque a criterio del asesor legal de la Prefectura -criterio que es compartido por la 
asesoría legal del Comando General de la Armada- en el año 2001, cuando se establece el embargo, luego de 
la intimación de pago, en ningún momento las empresas habían dudado de si se trataba de un impuesto, una 


tasa, un precio o lo que fuese. En los escritos que presentaron las empresas en el año 2002, específicamente 
se hacía referencia a que no estaba claro si eso era una tasa o era un impuesto. Eso no fue por iniciativa de la 
Prefectura, sino que, como dije, figuraba en los escritos que forman parte del expediente que se elevó al 
Ministerio de Defensa Nacional y que este posteriormente elevó al Ministerio de Economía y Finanzas para 
su dilucidación. Reitero: no fue una iniciativa de la Prefectura plantear la interrogante de si se trataba de una 
tasa o un impuesto, sino que eso sale de las propias empresas. 


Considerando eso, entiendo que con buen criterio, el asesor legal, que es el mismo asesor legal que en su 
momento asesoró que sí había que hacer el embargo, ahora asesora -reitero, con buen criterio, que es 
compartido por el Prefecto y por los asesores legales del Comando- que habida cuenta de que se había 
producido esa nueva situación, si se entablaba un embargo por alguna circunstancia, y este fuese mal 
ejecutado por las causas que se mencionaban, el Estado, a través de la Prefectura, podría verse perjudicado. 
De esta manera, una institución del Estado iba a terminar pagando la deuda que le correspondía a las 
empresas. 


El tema, lamentablemente -digo lamentablemente porque hace más de seis meses que estamos con esta 
situación- no es fácil de solucionar. De hecho, si hubiese una sola opinión, ya se hubiese solucionado. Como 
dije, el expediente fue enviado del Ministerio de Defensa Nacional al Ministerio de Economía y Finanzas y, 
por lo que pudimos saber, hay voces discordes dentro del Ministerio. Actualmente, se encuentra en la DGI, 
quien en esta semana o en la próxima lo volvería a enviar al Ministerio de Economía y Finanzas para que eso 
se verifique en forma definitiva. 


Sobre esto, además, quiero aclarar que en el mes de octubre se hizo una intimación de pago, y creo que en el 
mes de junio se volvió a hacer otra intimación de pago porque continuaron los atrasos. Es decir que la 
Prefectura está haciendo lo que considera que debe hacer dentro de los marcos legales que tiene para actuar, 
tratando de no causarle un perjuicio al Estado. Digo esto porque, en definitiva -reitero-, si por alguna 
situación se diera lugar a lo que establecen las empresas en los escritos elevados, la dificultad va a ser peor y 
el Estado va a tener que pagar los daños y perjuicios. Con esto no quiero decir que las empresas lo vayan a 
hacer, pero por alguna razón manifestaron esa dualidad cuando presentaron el escrito. 


No sé si queda claro lo que interpretó la asesoría de la Prefectura con respecto a este tema. Quiero que quede 
absolutamente claro que la Prefectura no planteo esa iniciativa en cuanto a si se trataba de una tasa o de un 
impuesto para demorar la situación; no fue así. Como dije, las empresas presentaron oficialmente un escrito a 
la Prefectura. 


SEÑOR BENTANCOR.- En lo personal, me ha quedado clara la posición que ha planteado el señor 
Prefecto, pero en realidad entiendo que de alguna forma ha habido un cambio en la posición que 
originariamente había tenido la Prefectura sobre este tema. El señor Prefecto señala que ha tenido 
motivos para hacer ese cambio. 


De todos modos, tengo una duda. Todos estamos al tanto de que en cada uno de los pasajes que emiten las 
compañías comerciales, se incluye el descuento correspondiente, que tiene una finalidad clara para los 
trabajadores. Además, la Prefectura ha actuado hasta ahora como agente de retención de estos valores o, de 
alguna manera, ha sido quien ha tenido que ejecutar esas situaciones. Como se ha puesto en duda si se trata 
de un impuesto o una tasa, la Prefectura dice: "Yo me repliego hasta que de alguna manera se salde esa 
situación", temiendo, como dice el señor Prefecto, que mañana el Estado tenga que hacer frente a alguna 
situación de demanda. 


En lo que nos es personal, entendemos que el criterio puede ser bastante discutible, porque creemos que se 
debió seguir haciendo algo que se hacía desde hace muchísimo tiempo, dado que la empresa sigue 
recaudando y reteniendo el porcentaje correspondiente que le ha sido fijado. En todo caso, mañana, si a partir 
de la discusión que se dio en la DGI y en el Ministerio de Economía y Finanzas se dijera lo contrario, el 
problema estaría situado en la órbita de los empresarios y sus trabajadores, pero no en la Prefectura, la cual 
simplemente hubiera seguido cumpliendo con su función histórica de hacer cumplir determinadas situaciones 
que están establecidas por ley. 


Dicho de otra manera: nosotros, en realidad, estamos bastante consustanciados con el reclamo de los 
trabajadores en el sentido de que están siendo netamente perjudicados por esta zona de dudas cuando, en 


realidad, debería afianzarse el pago de lo que han venido cobrando históricamente. En todo caso, que la duda 
que se pueda dar a nivel jurídico se dilucide sin que ellos estén -lo cual ocurre desde hace tiempo atrás- sin 
percibir lo que está planteado legalmente. 


Ese es un punto de vista que queríamos plantear, atendiendo y comprendiendo, por cierto, la posición que nos 
han planteado, aunque no compartiéndola del todo. 


SEÑOR DANERS.- Hay dos cosas que dijo el señor Diputado Bentancor que no me quedaron claras. 
El señor Diputado dijo que la Prefectura está actuando como un agente de retención o es quien retiene 
los aportes. La Prefectura no retiene absolutamente ningún aporte y lo que se recibe se vuelca a los 
mozos de cordel; la Prefectura no retiene un solo peso de lo que recibe, exclusivamente es un 
administrador que no tiene nada que ver con el dinero y en absoluto es un agente de retención. 


Por otra parte, el señor Diputado Bentancor dice que la Prefectura no hace lo que venía haciendo. La 
Prefectura ha hecho siempre lo mismo; ha sido, exclusivamente, el administrador de los fondos y no tiene 
otra alternativa en cuanto a lo que debe efectuar. Desde el año 1941, en que se inició el Fondo, ha venido 
haciendo lo mismo. La administración pasa por dar al Fondo de Retribución lo que le corresponde al Fondo 
de Retribución, y el fondo común, que es lo que se reparte luego de que se saca lo que corresponde para 
sueldos y demás. O sea que la Prefectura no ha dejado de hacer lo que ha hecho siempre. 


Lo único distinto que hizo en una ocasión, cuando en el año 2002 se determinó que había un atraso, fue la 
intimación correspondiente e inmediatamente se embargó. Lo que cambió ahora fueron las circunstancias, 
porque las empresas presentaron una dualidad en cuanto a qué es lo que se está cobrando. Entonces, lo que 
hizo la Prefectura fue intimarlas, y no hizo el embargo porque ese embargo podía recaer en el propio Estado. 
Por lo tanto, creo que está absolutamente claro qué fue lo que hizo la Prefectura y, sinceramente, no comparto 
que se diga que no ha hecho lo mismo desde que se inició hasta ahora. La Prefectura ha hecho algo distinto 
con respecto a una situación absolutamente puntual y, en definitiva, por una instancia de las empresas que 
escapaba a las facultades que tenía la Prefectura para dilucidar la situación. 


También quiero aclarar, en lo que respecta a los atrasos, que una parte de ese 2% que se recauda va para el 
Fondo de Retribuciones, que se destina a pagar sueldos, BPS y demás, y otra parte va para el fondo común, 
que se reparte a fin de año entre los mozos de cordel de Colonia y Montevideo no por concepto de 
retribuciones, sino para mejoras en los servicios, etcétera. Del dinero que sobra, un 20% es para la Prefectura 
que entra en el circuito SIIF, que tampoco es una cifra muy grande. Además, la Prefectura no quiere seguir 
siendo el administrador. En ese sentido, se envió un proyecto de ley para que la administración esté a cargo 
del Ministerio de Turismo. 


También quiero señalar que es cierto que hay un atraso y que entiendo que los trabajadores se están 
perjudicando, pero en Colonia al día de hoy no hay atraso en los pagos de las retribuciones personales. En 
cambio, en Montevideo sí se percibe un atraso en este sentido, ya que el último mes que se cobró, si mal no 
recuerdo, fue el mes de junio. Este atraso, habida cuenta de que somos conscientes de que es un perjuicio 
para trabajadores que no ganan mucho y tienen un sueldo mínimo, se quiso solucionar y se pidió a la Unión 
de Mozos de Cordel de Colonia, que tenían un superávit en su recaudación, que permitieran sacar ese dinero 
que tenían depositado para cubrir las necesidades de retribuciones de los mozos de cordel de Montevideo. 
Eso se planteó en abril o mayo; estamos en agosto y todavía no hemos recibido una respuesta de los mozos 
de cordel de Colonia para solucionar esa situación. 


Se trata de un tema complejo desde todo punto de vista. Somos conscientes de que hay un perjuicio para los 
trabajadores, pero también tenemos que actuar de acuerdo a lo que nos impone la normativa. En definitiva, 
nosotros somos el Estado, y estamos administrando aportes de empleados que no son funcionarios públicos, 
sino que son funcionarios privados, y que se encuentran en una situación que, sinceramente, no es del todo 
clara, teniendo en cuenta lo que está legislado. 


SEÑOR FALCO.- Sin perjuicio de mi opinión personal con respecto a este 2%, voy a formular un par 
de reflexiones. Adelanto que -ya lo he manifestado alguna vez- creo que esto no debería existir. Creo 
que el cobro de ese 2% lo único que encarece son los pasajes, y que se destina para los mozos de cordel 
que realizan una función que no sé muy bien cómo la cumplen, porque de acuerdo a la experiencia que 


tuve cuando viajé, es preferible que no la cumplan. Esa es una opinión personal, pero existe la ley y 
mientras no la deroguemos tenemos que cumplirla. 


(Interrupción del señor Diputado Bayardi) 
Espero derogarla. 


Digo esto porque, sinceramente, creo que esta es una de esas regulaciones que han existido en el Estado 
uruguayo durante muchos años -hay un montón por ahí- que, en mi opinión personal, lo que provocan es 
encarecimiento del sistema del Estado, en este caso los pasajes. 


Hecha esa aclaración personal, quiero decir que creo que aquí se han manejado algunos conceptos que quizás 
sea bueno aclarar. Cuando se maneja el concepto de agente de retención se me plantea una duda. La 
operativa, hasta donde la entiendo -quizás ahí esté mi duda-, es la siguiente: las empresas cobran el precio del 
pasaje y después de ello, deberían volcar el 2% del importe. Por lo tanto, la Prefectura no es un agente de 
retención. 


SEÑOR DANERS.- Correcto. 


SEÑOR FALCO.- Si no me equivoco -hace aproximadamente un año, en ocasión de la primera visita 
que nos hizo la Unión de Mozos de Cordel leí un expediente al respecto; inclusive, ayer me llamó el 
abogado de ellos y me dijo que iba a venir a hablar conmigo pero no lo hizo-, las que están retrasadas 
son las empresas que no volcaron el 2%. Las razones me las imagino, aunque no las voy a decir porque 
no tengo certeza. En definitiva, el agente de retención es la empresa que no vuelca ese 2% que debe 
volcar; por lo tanto, las empresas son las que están en falta. Digo esto para saber dónde estamos 
parados. 


En aquel expediente que, según se informa, pasó al Ministerio de Economía y Finanzas -a todos nos dieron 
una copia- figuraba la intervención de la Prefectura y se planteaba la dualidad sobre si ese 2% es un precio 
público, un impuesto o qué es. En ese sentido, me interesa dejar algo claro: la plata, que es lo que nos 
importa a todos o sobre lo que se discute, no la tiene la Prefectura ¿o sí? 


SEÑOR DANERS.- No la tiene, ni la tuvo. 


SEÑOR FALCO.- Hago esta pregunta porque no sabía que se hacían dos fondos y que el 20% le 
correspondía a la Prefectura. Algunos puntos deben quedar claros porque la versión taquigráfica 
después se lee por terceras personas que, de pronto, no estuvieron presentes en la Comisión. A veces 
uno hace como los americanos, y repite las cosas más de una vez para que quede claro. 


En principio tuve la sensación, ya que se habló de agente de retención, de que la Prefectura cobraba y 
después no volcaba ese dinero, pero eso no se compadece con lo que se dice después, en cuanto a que hay un 
atraso por parte de la empresa. Pero si la empresa cobra el pasaje y no vuelca el 2%, o lo que tenga que 
volcar, obviamente ese dinero nunca ingresó en las arcas de la Prefectura.O sea que de agente de retención, 
por ahora no encuentro nada. Eso ya está contestado, señor Presidente, porque me están diciendo que no. 


En segundo término, la situación actual es que el Ministerio de Economía y Finanzas se debe expedir sobre la 
naturaleza jurídica de ese famoso 2% y por lo que entendí -de aquel expediente de hace un mes atrás pero que 
creo que sigue vigente-, se ha intimado a las empresas -Los Cipreses u otras- que vuelquen lo que retuvieron 
en algún momento. Si yo fuera la Prefectura, estaría esperando un dinero que después debería dividir en los 
dos fondos y el 20% que corresponda, y punto. Si hay algo distinto, se me escapa. Creo que esa es la 
situación en la que estamos y que no se ha modificado. Acá hay claramente un deudor, que son las empresas. 
Que yo esté de acuerdo o no, es otro problema; la ley marca que deben. 


SEÑOR BENTANCOR.- Lo que confunde es que la que está en falta es la empresa, que por las razones 
que sea no está cumpliendo con la ley vigente. Nos puede gustar más o menos, pero está sacando ese 
2% para pagar a los mozos de cordel, mozos de cordel que tienen como referencia a la Prefectura, que 
es donde históricamente han ido a recibir ese dinero. Por tanto, acá se está cortando la cadena natural 


de reclamo de un gremio en la medida en que se está dando esta situación engorrosa. Creo que la 
Comisión debería hacer el esfuerzo de mover más rápidamente el trámite del Ministerio de Economía y 
Finanzas y de la DGI para que se dilucide si es una tasa o un impuesto. Tal vez utilicé mal la expresión 
"agente de retención" -sin duda lo es la empresa-, pero quien tiene la responsabilidad de verter ese 
fondo es la Prefectura. Tiene el dinero o no; debería tenerlo. ¿Adónde van a ir a reclamar los 
trabajadores? No pueden ir a la empresa, que plantea que no es su asunto porque ellos cobran en 
Prefectura. ¿Cuál es la patronal de los mozos de cordel? 


SEÑOR FALCO.- No es la Prefectura. 


SEÑOR BENTANCOR.- Pero tampoco es la empresa, que debe volcar ese dinero, pero no es donde 
cobran los trabajadores. Eso es lo que hace más confusa la situación y por eso los trabajadores insisten 
mucho -habrán leído la versión taquigráfica- en la responsabilidad -no sé si ese es el término; llámesele 
como quiera- de Prefectura en el sentido de que históricamente han recibido de ella los fondos que 
ahora no están recibiendo. Entonces, piden a quien debiera tenerlos que con fuerza los reclame. De 
hecho, el señor Prefecto ha dicho que los ha reclamado y que están esperando resoluciones legales. 


Desde mi punto de vista, deberíamos poner la mira en acelerar los trámites en el Ministerio de Economía y 
Finanzas y en la DGI para que de una vez por todas se termine con este litigio, se vierta, se deje de vertir, y 
en definitiva se resuelva el tema. Hay una ley y creo que ahora no es cuestión de interpretaciones luego de 
cuarenta o no sé cuántos años en que se venía pagando de una manera. Entiendo las dificultades actuales, la 
situación de los pasajes, etcétera, pero no es cuestión de que la empresa diga que no vierte más cuando lo 
sigue cobrando -la empresa no dijo que como la cosa andaba mal, no cobraba más ese 2%-, lo que desde mi 
punto de vista no es una muy buena conducta empresarial. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Obra en mi poder una fotocopia de una actuación en el expediente 2002/6493 
de la Asesoría Tributaria del Ministerio de Economía y Finanzas, con las firmas de los contadores 
Fernando Serra y David Eibe. En principio, esta división del Ministerio establece que la norma 
dispuesta por la Ley N” 10.066, de 16 de octubre de 1941, es un impuesto y no una tasa. Supongo que 
esto habrá seguido su trámite. 


Supongo que el señor Prefecto la tiene; si no fuera así, le doy una fotocopia. 


SEÑOR DANERS.- Sí, la tengo. Pero por lo que hemos podido averiguar, dentro del mismo Ministerio 
hay opiniones a favor y en contra de esta posición; por eso es que lo mandaron a la DGI. 


Con respecto a lo que decía el señor Diputado Bentancor, estamos siguiendo y apurando el expediente dentro 
del Ministerio. 


SEÑOR FALCO.- Las aclaraciones son muy buenas. 


Tenemos como norma no discutir nuestras diferencias o nuestras opiniones delante de los invitados, pero 
debo dejar constancia de que tengo una gran discrepancia con mi colega; es como si él dijera A y yo dijera B, 
si bien coincidimos en el final, en la parte positiva. Lo que él sostiene es como hacer responsable al banco 
donde se debe volcar una cuenta porque cuando uno va a cobrar, el dinero no fue volcado. Yo no puedo 
juzgar al banco; tengo que ir a la empresa. 


Digo esto quizá por defecto de ser abogado, pero eso no admite el más mínimo análisis. ¿Cómo voy a ir yo al 
banco, o al mero depositario que debería recibir el dinero, que es el responsable? En el expediente que pude 
ver, eso quedaba muy claro. "Los cipreses" -la nombro porque es la que se mencionó- o cualquier otra 
empresa, si no pagó, es responsable. El responsable es uno; lo demás es un aspecto funcional. 


(Interrupción del señor Representante Acosta y Lara) 


No es responsable subsidiario. No es agente de retención; la ley no lo dice y, por tanto, no hay 
responsabilidad subsidiaria de nada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Señores: les pediría que no dialoguen. No deberíamos entrar en una 
dificultad jurisprudencial entre dos distinguidos abogados. 


SEÑOR FALCO.- Quiero que quede claro en la versión taquigráfica, porque además algún señor 
Diputado puede tener otra confusión. 


¿Qué es lo que tiene que hacer? Cuando le vierten, tiene que pagar; si no le vierten, no paga. Punto. En todo 
caso, esa es la responsabilidad existente. 


En aras de buscar una solución, es importante lo que se plantea en cuanto a la diferencia entre si es impuesto 
y si es tasa. Todos sabemos que el destino de un impuesto es diferente que el de una tasa, pero no entremos 
en este tema porque podemos pasar toda la tarde discutiendo sobre si el destino es Rentas Generales o ese 
Fondo del 2%; es un problema distinto, y no es el punto que ahora estamos discutiendo. 


Tengo una sola duda. No entendí bien la referencia del Contralmirante Daners sobre embargar al propio 
Estado. La empresa es responsable de verter el dinero y no lo hizo. Si se emitieron diez o veinte pasajes es lo 
mismo, porque es porcentual. No hay un mínimo que alcanzar ni nada de eso; es un 2%. No entiendo por qué 
si se embarga a la empresa, la empresa puede repetir o retrovertir la acción contra el Estado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si la Comandancia hace algo incorrecto desde el punto de vista legal, se 
puede accionar contra ella. 


Antes de darle la palabra al señor Contralmirante, y dado que todavía tenemos por delante cuatro temas más, 
daría la palabra al señor Diputado Bayardi. 


SEÑOR BAYARDI.- Agradezco la invitación de la Comisión de Legislación del Trabajo para tratar un 
tema que había llegado a la Comisión de Defensa Nacional y que nosotros entendimos que se procesaba 
aquí. Agradezco también la presencia del Contralmirante Daners y de sus asesores. 


Voy a formular algunas consideraciones con respecto a este tema. 


En primer lugar, hay un Fondo creado por ley que es para la retribución de los mozos de cordel. En segundo 
término, se fija el monto de lo que se debe aportar por cada pasaje, que es el 2%; si es tasa o impuesto, se lo 
dejamos a los abogados. En tercer lugar, se dice quién lo tiene que cobrar: las empresas, que seguramente lo 
están cobrando hoy. En cuarto término, a la Prefectura -en sayo que no deben querer pero que tiene- le toca 
administrar el Fondo. Para mejor, administra un Fondo entre privados. Después la ley dice cómo se 
distribuirá el Fondo. En la norma hay cuatro o cinco cosas que en mi opinión están absolutamente claras. 


Acá empiezan los problemas para la Prefectura. ¿Qué quiere decir administrar? Es todo un problema. Acá 
empieza algo que yo comparto: está bien que la Prefectura no lo quiera y estaría bien que no lo hiciera, pero 
lo tiene que hacer. En primer lugar, hay por lo menos una apropiación indebida de las empresas, que no 
vuelcan el 2%, porque si lo cobran y lo retienen, se están apropiando indebidamente de ese hecho generado. 
Distinto es si no lo cobraran, aunque también estarían incumpliendo la ley, pero lo cierto es que lo están 
cobrando y se están apropiando indebidamente de esto. 


¿Dónde está ese dinero, que hasta ahora no figura en ninguna cuenta mientras se soluciona el contencioso de 
si es una tasa o es un impuesto? No registré que figure en ninguna cuenta y por lo tanto en mi opinión hay 
una apropiación indebida. 


El problema es qué significa administrar y reitero que este es un problema para la Prefectura. ¿Es solo 
disponer cómo se distribuye de acuerdo a la ley el Fondo, una vez que el dinero fue volcado, lo que debe 
hacerse en forma semanal? Acá es donde empieza el problema en que queda embretada la Prefectura desde el 
punto de vista procesal. Yo creo que administrar es llevar adelante el Fondo de acuerdo a lo que la ley 
determina y la parte de no verter al Fondo el hecho generado implica que la Prefectura quede embretada a 
tomar acciones legales. 


Entiendo perfectamente bien la explicación del Contralmirante Daners de la aprensión a realizar un acto legal 
que pueda revertirse como acciones contra el Estado, pero hay una situación de riesgo cuando uno 
administra. El Contralmirante me puede decir: "Si tomo una acción errada, hasta la Constitución me puede 
hacer revertir a mí el daño que le haga al Estado". Lo entiendo; es el riesgo que corren los funcionarios 
públicos, que en este país están muy mal pagos como para tomar decisiones de este tipo por las que pueden 
responder con su patrimonio. Esta no es la oportunidad de discutir ese tema. 


Quiero saber si se han dispuesto acciones ante la apropiación indebida que hacen las empresas y si no es así, 
cuál es el camino que se entiende que hay que seguir mientras esto se dilucida. Sinceramente, para mí es 
absolutamente irrelevante la discusión sobre si es una tasa o un impuesto, porque lo cierto es que el 2% del 
valor de cada pasaje hay que volcarlo al Fondo. Se puede decir que si es un impuesto debe ir a Rentas 
Generales; en realidad, hay muchos impuestos a los que el Parlamento les determina un destino directo, y no 
por la administración de Rentas Generales. El carácter de impuesto no determina a quién se termina 
volcando. Tenemos varios ejemplos al respecto. 


Reitero mi pregunta sobre la función de administrar, sin perjuicio de solidarizarme nuevamente con la 
posición del Contralmirante Daners en el sentido de que no tendría por qué administrar la Prefectura este 
Fondo. Quisiera saber cuál es el camino o las decisiones a llevar adelante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Existen dos planteos. El señor Diputado Falco preguntaba qué significaba el 
hecho de qué podía revertir contra el Estado la toma de una decisión equivocada por parte de la 
Prefectura Nacional Naval. 


El señor Diputado Bayardi ha hecho un planteo vinculado a lo que él estima que es una apropiación indebida 
en la medida en que efectivamente las empresas -sería bueno saber si eso es así- siguen cobrando dentro del 
costo de los pasajes el 2%, sin verterlo en función de una disyuntiva legal que ellas mismas establecen con 
respecto a la naturaleza de ese 2% en tanto sea tributo o sea tasa, en el entendido de que si es tasa no puede 
ser susceptible de embargo ni de ejecución; sí lo sería si fuera tributo. 


SEÑOR DANERS.- Con respecto a la pregunta del señor Diputado Falco, ya había hecho mención a 
que en el transcurso del año 2002 había habido una serie de reuniones con las dos Uniones de Mozos de 
Cordel y las autoridades de Prefectura que llevan el control de los fondos correspondientes. En una de 
esas reuniones se le comunica a la Prefectura que los mozos de cordel no estaban dispuestos a llegar a 
ningún acuerdo con las empresas y solo iban a aceptar que lo que se debía se pagase en su totalidad y 
todo junto. No iban a aceptar ningún acuerdo como el anterior en el que eso se podía hacer efectivo en 
cuotas. 


Dentro de ese mismo entorno y antes de que se hiciera la intimación -le pido al doctor Robles que me corrija 
si me equivoco- las empresas presentan -en la misma nota donde ponen en duda si es una tasa o si es un 
impuesto- la posibilidad de pagar esa deuda en cuotas. De acuerdo a lo asesorado, si es una tasa se debe 
permitir el pago en cuotas y si es un impuesto, no; eso es lo que corresponde legalmente, de acuerdo a lo 
asesorado en su momento. 


De ahí surge que si se le decía que no a las empresas y resultaba que no era un impuesto y era una tasa, y 
nosotros les trabábamos un embargo, podía darse la posibilidad de que ese embargo estuviese mal trabado y 
por daños y perjuicios a las empresas se perjudicara al Estado. Esa fue la razón que llevó a la Prefectura, con 
el asesoramiento del mismo abogado que en su momento asesoró embargar y el visto bueno del 
Departamento Legal de la Armada del Ministerio de Defensa Nacional, a hacer lo que se hizo. 


Con respecto a lo que decía el señor Diputado Bayardi, es una gran duda qué es y qué no es administración. 
Lo que puedo decir es que históricamente, desde el año 1941, lo que viene haciendo la Prefectura es recibir el 
dinero, repartirlo como dice la ley y entregarlo. También se le podría preguntar a la Prefectura si está dentro 
de la administración controlar qué hacen las Uniones de Mozos de Cordel con el 40% restante que se tiene 
que distribuir, y si lo utilizan para la mejora o no. Eso es entrar en un campo absolutamente discutible, y debe 
haber no dos sino veinticinco versiones al respecto. 


Para complicar un poco más la cosa, le puedo decir que no es solo la Prefectura la que hace control 
administrativo sino que lo hace, como dice el artículo 4 de la Ley N” 16.899, con el asesoramiento de una 


Comisión integrada por un delegado del Ministerio de Turismo, uno de la Administración Nacional de 
Puertos y dos de la Unión de Mozos de Cordel respectiva. O sea que es la Prefectura con el asesoramiento de 
los demás; quiere decir que la situación no es exclusivamente de la Prefectura. 


SEÑOR BAYARDI.- Yo creo que sí es exclusivamente de la Prefectura, porque la Comisión es de 
asesoramiento. Podrá asesorar a la Prefectura y esta podrá tener en cuenta o no ese asesoramiento. 
Repito que estaríamos partiendo del mismo punto, que es que esto no lo debería hacer Prefectura, pero 
se le asignó el carácter de administrador. Inclusive, se le asigna más: debe hacer un informe detallado 
mensualmente, etcétera. Es un "viaje", que para qué lo queremos. 


SEÑOR DANERS.- La Prefectura cumple con lo que dice la ley, y lo hace paso a paso. ¿Qué tiene que 
hacer? Debe hacer las reuniones; las hace y las hace con quienes debe hacerlas. Mensualmente debe 
hacer el informe correspondiente; mensualmente y religiosamente se hace el informe y se eleva. Eso es 
lo que hace porque está mandatada por ley. ¿Administrar es controlar? ¿Quién controla si están 
afeitados y pulcros? ¿No deberíamos ser nosotros? ¿Eso no es administración? Soy sincero; fue lo 
primero que pregunté cuando me hice cargo de la Prefectura: ¿quién los controla? Yo pregunto, ¿usted 
estaría de acuerdo con que la Prefectura dijera a un funcionario privado que se vaya porque está mal 
afeitado, porque el control es de la Prefectura? 


Es un tema delicado y lo que está haciendo hoy la Prefectura en el control administrativo de esto es lo que 
hizo desde la creación de la ley: exclusivamente hacer que quien tenga que verterlo lo haga y luego hacer la 
distribución que establece la ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Podríamos concluir este tema diciendo que en función de los planteos legales 
realizados por las empresas frente al inicio en su momento de un juicio ejecutivo, hoy la Prefectura está 
esperando la resolución del expediente 6493 del año 2002, a efectos de determinar si puede seguir con 
la vía ejecutiva o debe tomar otro camino. 


SEÑOR BAYARDI.- ¿Cuál sería ese otro camino? Porque hay dos caminos: si el expediente dice una 
cosa, se sigue el camino ejecutivo; si no, se sigue ese otro camino. 


SEÑOR DANERS.- Va a contestar la pregunta el doctor Robles. 


SEÑOR ROBLES.- La discusión sobre la naturaleza jurídica de la exacción que crean esas leyes no es 
una mera preocupación semántica. Todas las dependencias del Ministerio de Defensa Nacional tienen 
acción ejecutiva para el cobro de los tributos o los precios cuya recaudación queda a cargo de la 
Prefectura. Eso lo dice el artículo 102 de la Ley _N” 17.296. Por otra parte, el artículo 138 de la Ley 
N? 16.170 expresa cómo es ese mecanismo. 


¿Cuál es la trascendencia de saber de qué se trata? La de saber cuál es el procedimiento adecuado. 
Supongamos que, como yo temo, nos llega un dictamen diciendo que no es un tributo y que tampoco es 
ningún precio, porque no se parece a nada. Pues la Prefectura tendrá que salir a hacer un juicio ordinario, que 
tiene una tremenda diferencia de que el momento de llegar a embargar a las empresas será a dos años o más 
de iniciado el juicio. En cambio, con el juicio ejecutivo se traba de entrada. Si se usaba indebidamente la vía 
procesal de un juicio ejecutivo no teniendo título ejecutivo para ello, obviamente no solo el Estado sino toda 
persona que traba un embargo en forma indebida -es un principio general- responde por él, que fue lo que se 
quiso evitar. 


Para redondear la respuesta: es muy importante conocer la naturaleza jurídica, porque eso nos va a indicar 
cuál de los dos caminos hay que recorrer. Obviamente, cuando llegue el momento un camino se va a tomar. 
Cuando se sepa cuál es la naturaleza jurídica de esa exacción se va a actuar en consecuencia sin ninguna 
duda, pero lo vamos a hacer sobre seguro de que no estamos metiendo al Estado, de que el Estado no vaya 
por lana y vuelva trasquilado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En función de la respuesta dada, dependerá de la naturaleza jurídica el 
camino judicial que se seguirá a los efectos de cobrar el 2% y verterlo a los mozos de cordel. Después 


analizaremos la posibilidad de remitir esta versión taquigráfica a los mozos de cordel, porque de 
alguna forma plantea una solución en el tiempo. 


Vamos a ingresar al tema de los simuladores. 


SEÑOR DANERS.- Si bien no es un tema de la Prefectura, estoy en condiciones de dar una respuesta. 
Con el respeto que me merecen los integrantes del Parlamento, me tomé el atrevimiento de fijarme en 
el diccionario de la lengua castellana qué quiere decir "falso" y qué quiere decir "mentiroso". 


Dice: "Falso.- Adjetivo. Engañoso, fingido, simulado; falto de ley, de realidad o veracidad. (...) Argumentos 
falsos. Dícese del que falsea o miente". 


La definición de "mentiroso" es la siguiente: "Adjetivo. Que tiene costumbre de mentir. (...) Engañoso, 
aparente, fingido, falso". 


Lo que quiero decir, bajo mi absoluta responsabilidad y representando a la Armada en este momento, es que 
quien dijo que los simuladores eran del Ministerio de Educación y Cultura le mintió a sabiendas al 
Parlamento. Realmente, es indignante que se digan esas cosas y que se digan acá. Primero, porque es 
desconocer los controles que todos los estamentos del Estado hacen sobre los Ministerios. 


Decir que de un Ministerio salgan rubros o que el Ministerio de Defensa Nacional pueda utilizar rubros del 
Ministerio de Educación y Cultura y eso pase por los auditores del Ministerio de Educación y Cultura y del 
Ministerio de Defensa Nacional, por el Tribunal de Cuentas, pienso que es no creer en los estamentos del 
Estado. 


Lo que digo, señor Presidente, es que los simuladores que están en la Escuela Naval fueron adquiridos con 
rubros de la Armada, de su plan de inversiones del año 1997 y quien diga lo contrario está mintiendo. Si el 
señor Presidente y la Comisión lo quieren, puedo dejar copias de la documentación correspondiente, de los 
pedidos que se hicieron, del visto bueno del Tribunal de Cuentas y donde dice que los US$ 62.500 que 
costaron esos simuladores salieron del PIP de la Armada Nacional del año 1997. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Le agradezco que nos deje una copia de toda esa documentación. 


SEÑOR BAYARDI.- Pido disculpas por tener que retirarme y agradezco la deferencia de la visita y las 
explicaciones del señor Contralmirante y de sus acompañantes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El otro tema que nos preocupa es la situación planteada con respecto a la 
cantidad de tripulantes de nacionalidad uruguaya que según las disposiciones legales y según lo 
afirman los integrantes del SUNTMA tendría que estar ya en el 50%, de acuerdo al plazo transcurrido 
desde la vigencia de la ley, y que se sigue manteniendo en el 10%. Particularmente, este tema se plantea 
en flotas pesqueras ya que la Marina Mercante es casi inexistente. 

Quisiéramos también compartir esta preocupación. 

SEÑOR FALCO.- No entendí bien la pregunta; 10% de qué. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Nos estamos refiriendo a la cantidad de tripulantes de nacionalidad 
uruguaya que debe haber en los barcos con bandera uruguaya. De acuerdo a las disposiciones de la ley, 
este porcentaje tendría que haber evolucionado de 10% al 50%. 

SEÑOR FALCO.- ¿En permisos "D" o en todos? 

SEÑOR PRESIDENTE.- En los permisos "D" y en otros. 


SEÑOR FALCO.- ¿En los otros permisos no hay necesidad de ir evolucionado? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esto se hace de acuerdo a la ley. 
SEÑOR FALCO.- Hago esta pregunta porque la ley la tengo clara. 


SEÑOR DANERS.- Al respecto, quiero decir que en la Prefectura se han hecho reuniones -esto se da 
exclusivamente en la parte de pesca- con la totalidad de los armadores pesqueros. También se hizo otra 
reunión con el sindicato de patrones de pesca y otra reunión con el PIERCNT y el Centro de 
Maquinistas Navales. En todas estas reuniones participó el Prefecto personalmente. Estas reuniones se 
hicieron aparte de la infinidad de otras que el Director de la Marina Mercante celebra con todos los 
sindicatos. 


Casualmente, cuando se realizó la reunión con los armadores, uno de los temas que se tocó fue el del 
cumplimiento de la normativa referida a la cantidad de tripulantes uruguayos que tenían que incluirse en los 
roles correspondientes. Quiero aclarar que no hay muchos barcos de este tipo. Normalmente, se trata de 
barcos que están con base en otro puerto, que van a la pesca de la merluza negra o del cangrejo rojo y llevan 
a cabo esa actividad en el Atlántico sur cerca de la zona del Camelar, es decir, alejados del Puerto de 
Montevideo. Muchos de estos barcos tampoco vienen a puerto, aunque tienen bandera uruguaya y permiso de 
pesca uruguayo. 


A la Prefectura también llegaron comentarios -por eso se hicieron todas esas reuniones- acerca de que no se 
estaba cumpliendo con los porcentajes correspondientes. En este sentido, hay varias opiniones al respecto. 
Por un lado, los patrones dicen que se está cumpliendo con ese porcentaje que establece la ley y por otro lado 
dicen que en aquellos casos en que no se cumple con ese porcentaje es porque las condiciones de trabajo son 
tales que muchas veces no tienen tripulantes uruguayos que quieran ocupar puestos en esos barcos. Ellos 
aducen que son barcos que están con mareas de pronto de entre cuatro y seis meses -las condiciones de 
navegación en la zona donde están en muchos casos son límites; el personal tiene que estar absolutamente 
adiestrado y acostumbrado a ese tipo de labor; las temperaturas la mayoría del tiempo son bajo cero; las 
condiciones de trabajo en cubierta son muy críticas- y que no consiguen tripulantes uruguayos para hacerlo, y 
que cuando los consiguen, embarcan cuatro veces y no quieren saber más nada y se vuelven. 


También es cierto que en muchas oportunidades era dificultoso para la propia autoridad marítima obtener los 
roles, porque se trata de barcos que se hacen a la mar en otros países como, por ejemplo, las Islas Mauricio o 
en las costas de Sudáfrica, en Namibia. 


Si mal no recuerdo, esa reunión con todos los armadores se realizó en el mes de mayo de este año, en la cual 
se dijo que, si bien había una circular de la Prefectura que tenía que comunicar esos roles, muchas veces, por 
distintas circunstancias, esos roles no llegaban. Por esa razón, se intimó a los armadores a que, 
obligatoriamente, antes de hacerse a la mar, tenían que mandar esos roles a la Prefectura a efectos de que la 
autoridad marítima controlase si efectivamente se cumplía o no con lo que estaba establecido. También se 
dijo que si los armadores no enviaban los roles, la autoridad marítima iba a tomar las medidas 
correspondientes con quienes no lo hicieran. 


También tenemos el problema de quien controla ese 10%. ¿Lo hace la DINARA, la Prefectura o el Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social? Nosotros, teniendo en cuenta que somos la autoridad marítima, entendemos 
que tenemos parte de responsabilidad y no la rehusamos; en lo personal, no rehuyo ningún tipo de 
responsabilidad. Como autoridad entiendo que tenemos algo que ver y por eso se tomaron esa iniciativas, ya 
que de lo contrario nadie lo iba a controlar. 


Al día de hoy, se hicieron reuniones con el sindicato e, inclusive, estuvo presente el Presidente del PL.CNT 
cuando se habló de esto y, justamente, se dijo lo que los armadores en su momento habían manifestado con 
respecto a que los uruguayos no querían embarcar. Entonces, lo que quedó establecido fue realizar reuniones 
posteriores y que si un armador dice que tiene que embarcar cuatro uruguayos correspondientes a ese 10% - 
que normalmente se cumple- pero tiene que pasar del 10% al 20% y no consigue uruguayo, bueno, que haga 
la comunicación correspondiente, que explique que solicitó personal al sindicato de maquinistas, al de la 
pesca o a tal lado y que no consiguió los uruguayos para embarcar; en este momento estamos tratando de ver 
de qué forma lo podemos instrumentar. 


Lo que digo es que la autoridad marítima está tomando la iniciativa en esto, si bien no está establecido que 
sea la autoridad marítima quien deba hacerlo. 


Además, para darle más fuerza a esto que estoy diciendo, si bien hay una circular de la Prefectura que dice 
que esos roles tienen que ser mandados, se está tratando, por la vía correspondiente, de que el Poder 
Ejecutivo realice un Decreto o una norma que permita ser punible en caso de no cumplirse con la norma de la 
Prefectura. 


SEÑOR FALCO.- Creo que este tema es muy interesante para el país, en mi opinión, mucho más que 
los mozos de cordel. 


Queda claro que estamos hablando de permisos "D", de acuerdo a lo que está manifestando. 
SEÑOR DANERS.- Exactamente. 
SEÑOR FALCO.- Al principio se me planteó esa interrogante. 


No tengo ninguna duda de que los barcos pesqueros que están pescando, cuyas mareas son de cuatro o cinco 
días -todos los que son de la costa- cumplen con la normativa; eso quedó claro cuando vinieron ambas partes 
a discutir el tema. La discusión se arma, obviamente, con el permiso "D". 


Mirando para adelante -que es mi interés-, quiero decir que aquí se llevó a cabo una discusión sobre un 
proyecto de ley que planteaba la posibilidad de que todos los tripulantes fueran uruguayos. No tuve el gusto 
de acompañar ese proyecto por muchas razones. Una de ellas es la que me lleva a realizar la siguiente 
pregunta. El señor Comandante hizo una aclaración al respecto, pero me ha dejado la peor duda. El señor 
Prefecto dijo que no hay una norma que especifique quien debe realizar los controles, pero creo que el país 
debería tenerla. Estamos hablando de permisos "D", en aguas extraterritoriales... 


SEÑOR DANERS.- No, de aguas extraterritoriales. 


SEÑOR FALCO.- Bien. Son aguas internacionales, de muy difícil dilucidación sobre los límites, de 
acuerdo a lo que nos explicaron los armadores y los pescadores cuando vinieron a la Comisión a hablar 
del tema. Aquí se dijo que parten de un puerto y no llegan acá porque no tienen cámaras frigorífica; 
por lo tanto, esa mercadería no llega a nuestro país. La pregunta que deseo plantear es ¿cómo lo 
hacemos? La norma marca que el primer año debe haber un 10%, el segundo año un 20%, y así 
sucesivamente, hasta llegar al límite, que es el 50%. 


SEÑOR RAGGIO.- Quiero aclarar que la norma marca solo el 10% para los que entran en el Camelar. 
Permisos "D" hay muchos; pueden pescar en el Indico o en el Atlántico sur, pero fuera de la zona del 
Camelar. Esa norma es específica del Camelar y para los que entran en el Camelar. 


SEÑOR PRESIDENTE- Solicitaría al capitán Raggio que aclarara qué es el Camelar. 
SEÑOR RAGGIO.- El Camelar es la Comisión Administrativa de los Recursos Vivos en la Antártida. 


Como decía, ese permiso del 10% debe tener la autorización del Poder Ejecutivo. Pero la norma dice que es 
desde que el país inicie su actividad, y no especifica el buque. Y, aparentemente, de acuerdo a la información 
que nos dio el Camelar, el país inició la actividad en 1998, o sea que a la fecha todos el 50% de los 
tripulantes de estos buques deberían ser uruguayos, tal como indica la normativa vigente. 


SEÑOR FALCO.- Es muy buena, importante y pertinente la aclaración que hace el Capitán Raggio, en 
cuanto a lo que estamos discutiendo. Como ustedes son profesionales del tema, me gustaría conocer su 
opinión al respecto. El comandante dijo que no rehuía responsabilidades, pero me gustaría saber qué 
es lo correcto. Yo tengo una opinión formada, pero me gustaría escuchar la de ustedes. Quisiera saber 
quién debería realizar estos controles: si debe ser la Prefectura, el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social o la DINARA. Alguien debe hacerlo, pero sin superponerse porque con respecto a esta situación 


no hay un sistema punitivo, lo que también se hace difícil, ya que estamos hablando de barcos que ni 
siquiera tocan puerto. Además, debemos tener en cuenta que se trata de una zona difícil para 
cualquiera, y no solo para los barcos con bandera de conveniencia. 


Entonces, ya que tenemos la oportunidad de charlar directamente con el señor Prefecto y sus asesores, me 
gustaría saber cuál es la solución al respecto. Si se considera que se debe establecer a través de una ley no 
tenemos inconveniente en presentar un proyecto de ley, peor sería importante saber quién debería realizar los 
controles. Obviamente, los roles se presentan frente a la Prefectura, pero el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, eventualmente, también podría tener competencia, pero alguien debe ser el responsable. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Compartimos la pregunta formulada por el señor Diputado Falco. Nos 
gustaría que la Prefectura nos dijera cuál debería ser el organismo -si existe, y si no es así se podría 
crear- que tendría que controlar que efectivamente los roles de las tripulaciones de estos barcos 
permisos "D" estén en el 50%, como dispone la ley. Si este organismo existe, deberíamos analizar el 
procedimiento. 


SEÑOR DANERS.- Sin duda, este tema también es complejo, ya que hay tres organismos involucrados 
en esto. 


Por un lado, obviamente, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, porque se trata de algo que está 
directamente relacionado con el trabajo de uruguayos, si bien no en nuestro país, en barcos con bandera 
uruguaya. 


Por otra parte, de una forma importante también está vinculada la DINARA, que es quien otorga los 
permisos. Hay que tener en cuenta que muchas veces la autoridad marítima sabe que determinado barco tiene 
el permiso otorgado, pero muchas veces no, ya que, como bien dice el Director de Marina Mercante, muchos 
barcos están autorizados o tienen un permiso "D", pero este permiso puede ser muy vasto. Por lo tanto, 
quiénes son o a quiénes autorizó la DINARA a pescar dentro del Camelar. Entonces, quien debe controlar a 
esos buques pesqueros que son los que tienen que cumplir con esos porcentajes, ¿la autoridad marítima 
porque es la que recibe el rol, o la DINARA, que es la que lo autoriza y le da el permiso porque tiene la 
potestad de hacerlo de acuerdo a la norma legal? Además, la DINARA es quien va a dar el visto bueno para 
que ingrese en esa zona, aparte del permiso. También debemos tener en cuenta cuál es el organismo que sabe 
que determinado buque empezó en tal fecha y que se le otorgó el permiso. Creo que, quizás, el control 
debería ejercerlo la DINARA con la autoridad marítima, pero que la DINARA tiene que estar presente, no me 
cabe duda. También es opinable lo del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, porque ¿de qué manera 
controla esto el Ministerio? Sería darle otra carga que creo que al día de hoy no está capacitado para afrontar 
debido a su estructura. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tenemos por delante todavía dos temas importantes, pero no sé si podremos 
profundizar en ellos porque casi estamos en la hora de comienzo de la sesión de la Cámara. 


Uno tiene que ver con que nos tiene preocupados la inexistencia de Marina Mercante nacional. Voy a pedir 
una opinión primaria del Prefecto Nacional Naval -eventualmente, podríamos establecer una reunión para 
algún otro día- y del área específica de la Prefectura con respecto a si deberían existir algunas normas que 
pudieran facilitar la instalación efectiva en el país de una pequeña estructura de Marina Mercante que pudiera 
utilizar nuestros cursos de agua y resolviera los problemas serios de transporte que tenemos, sobre todo en el 
litoral y, al mismo tiempo, facilitara la demanda adicional de mano de obra, que también es un problema 
serio. Hemos pensado en la existencia de barcazas, de trenes de barcaza u otro procedimiento similar, 
sabiendo que tenemos un problema planteado con el practicaje, sobre todo cuando tenemos vinculación con 
Argentina. 


Sobre ese tipo de cosas, nos gustaría que nos pusieran al tanto de la situación. 


SEÑOR DANERS.- Con respecto a nuestro cabotaje y a buques de bandera nacional, efectivamente 
son muy pocos los que tenemos al día de hoy y creo que contados con los dedos de una mano. Hay tres 
buques mercantes y los petroleros, o sea que es prácticamente inexistente. Lamentablemente, respecto 
de los tres barcos de cabotaje que tenemos que van a Argentina, se han presentado varios problemas 


por la reciprocidad de servicios que ellos reciben cuando van allá. El tema del practicaje es limitante; 
los costos en ese sentido para este tipo de barcos es elevado y esos gastos, en caso de tener que pagarse, 
hacen que no sea viable la línea o el trabajo que están efectuando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Se refiere al costo de practicaje que cobran los argentinos? 


SEÑOR DANERS.- Claro. Hay exenciones a ese practicaje. De la misma manera que barcos de 
cabotaje argentinos están autorizados a ingresar al Puerto de Montevideo sin práctico, sucede allá, 
pero ha habido problemas. No hay una norma establecida en Argentina al respecto y yo diría que cada 
caso hay que pelearlo en forma individual. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Usted cree que este tema debería estar incorporado en algún Tratado entre 
Uruguay y Argentina? 


SEÑOR DANERS.- Hay un Código de Aguas que se está tratando entre el Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas nuestro y la Secretaría de Transporte y Vías Navegables de la República Argentina. 
Acá fue aprobado por la Prefectura; estaba en la Secretaría argentina parado desde hacía mucho 
tiempo y las nuevas autoridades lo reflotaron. Nuestra Prefectura y la argentina han hecho esfuerzos 
para que eso fuese tratado y diría que los pocos permisos que otorga Argentina es por esas conexiones, 
que han permitido que se produzcan esas consideraciones hacia nuestros buques. 


No es fácil el tema del cabotaje y tampoco es fácil el tema de la carga. Hay cantidad de cosas que influyen: 
los costos de practicaje, los costos de puerto, los costos de dragado, las posibilidades que se tienen de fletes 
dentro de nuestro mismo país. Lamentablemente, uno va por los puertos del litoral y ve que están cada vez 

más vacíos. A Salto prácticamente no llegan embarcaciones; a Paysandú llegan uno o dos barcos: una chata 
para Azucarlito y un petrolero para ANCAP. 


SEÑOR FALCO.- ¿Es por falta de dragado? 


SEÑOR DANERS.- No es solo por eso; todo incide. Ahora, por ejemplo, se va a inaugurar Mbopicuá, 
pero estamos viendo que hay limitantes en el río por lo que no podrán pasar buques de más de seis 
metros de calado. No hay más profundidad. Estamos hablando de seis metros al cero; o sea que 
pasarán con 6,10 metros o 6,20 metros, lo que también influye en una manera negativa en lo que es el 
flete. Pero ¿quién se va a hacer cargo de ese dragado? Hay una cantidad de temas que influyen en que 
no haya un cabotaje en nuestro país. 


Hay algo que no fue mencionado acá y que quiero tocar brevemente. Se había hablado de una famosa circular 
N? 5 de la Dirección de Marina Mercante, que limitaba y hacía que hubiese menos trabajo por los 
maquinistas que en aquellas plantas que se había automatizado bajaba el número de tripulantes. Obviamente, 
no es eso lo que se buscaba. El objetivo de esa circular N* 5 fue llevar a esos barcos a una tecnología actual. 
Nuestros pesqueros normalmente son de la década del sesenta o del setenta. Poner esa planta automatizada 
redunda en una mayor seguridad para todos los tripulantes. 


Por otro lado, al decir la norma anterior que eso era exclusivamente para barcos de hasta 24 metros de eslora, 
se daban circunstancias absolutamente injustas. De pronto había un marco de 24,30 metros, que no entraba en 
la norma, que tenía una planta de máquinas menor que uno de 24 metros, y ese podía llevar uno y el primero 
tenía que llevar dos. Ese fue el criterio que se utilizó. 


Esto no quiere decir que se vaya a bajar a un maquinista porque se automatice la planta de un barco de 50 
metros de eslora. Eso no lo dice la norma sino que dice que "se podrá". El Director de Marina Mercante 
estudiará caso por caso y se verá que si es un barco que, por ejemplo, va a estar 15 días fuera de nuestras 
aguas y tiene determinada potencia de máquina, obviamente no podrá llevar uno sino dos o lo que la Marina 
Mercante estipule de acuerdo a lo establecido en las dotaciones mínimas de seguridad. O sea que esa norma 
no se generó para bajar uruguayos de los barcos, sino para aumentar la seguridad y no crear situaciones que 
desde ese punto de vista eran injustas. 


También quiero mencionar algo que se está analizando. Será o no consecuencia de esa flexibilización que se 
hizo para los tripulantes de máquinas, pero hay datos que es interesante que se sepan. 


Por ejemplo, esta norma fue aprobada en agosto de 2002 y desde ese mes hasta la fecha, con todo lo que pasó 
en el país y demás, se matricularon en nuestra bandera veintiún buques pesqueros en un año. Del año 2001 al 
año 2002, lo hicieron siete y de 1999 a 2001, también siete. Quiere decir que en un año, luego que estuvo esa 
flexibilización, tuvimos veintiún pesqueros más en nuestra bandera. Hubo un caso en que se bajó un 
tripulante, pero se generó que se matricularan veintiún barcos. Multiplíquese eso por los puestos de trabajo 
que se crearon. 


De manera que en lo que sea flexibilizar las normas para que haya la mayor cantidad posible de gente nuestra 
trabajando y de tener una Marina Mercante nacional, no quepa dudas de que la Prefectura, la autoridad 
marítima y la Armada harán los esfuerzos correspondientes para que eso suceda. 


SEÑOR FALCO.- ¿Los pesqueros se matricularon con distintos permisos? 
SEÑOR DANERS.- Sí. 
SEÑOR FALCO.- ¿Por esta circular? 


SEÑOR DANERS.- Hay varias causas, pero eso incidió. 


SEÑOR BENTANCOR.- Queremos consultarles si ustedes ven la necesidad de que se establezca algún 
tipo de legislación -para eso estamos aquí- sobre el tema de las relaciones laborales de los trabajadores. 
Muchas veces hemos visto que existen algunas zonas -ustedes lo dejaron claro en alguna parte de esta 
rica entrevista- por lo menos indefinidas o en las cuales tiene mucho que ver el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social por la normativa planteada y, por supuesto, también la Prefectura por la seguridad, 
etcétera. Cada uno de estos organismos está relacionado, uno por la OTT y la otra por la OMI. 


Más de una vez se han dado problemas con algunos trabajadores que manifiestan no tener un interlocutor 
ante el cual hacer valer sus intereses y defender sus derechos. Quizás ya estén enterados por la versión 
taquigráfica de la preocupación que han vertido, entre otros, y sobre todo, los maquinistas navales. Hay cosas 
que parecería que claramente tienen que ver con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y más 
específicamente con la Inspección General del Trabajo y que también consideran que Prefectura tiene que 
ver, pero hay una zona que deberíamos tener a solucionar. 


Si tienen alguna idea para aportar sobre esto, la Comisión será muy receptiva para enviar un proyecto de ley 
recogiendo esa necesidad o creando un ámbito -como el que al principio sugería el señor Presidente- en el 
que estuvieran presentes los interesados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nos han quedado varios temas pendientes. Este fue planteado al inicio de la 
sesión y sin duda fue recogido por uno de los asesores del señor Prefecto Nacional Naval. Lo que acaba 
de señalar el señor Diputado Bentancor es muy importante. El tema de la Marina Mercante nos 
preocupa y lo que planteó el señor Diputado Falco también. 


Por todo ello, quizá, y sin quizá, en otro momento los invitaremos a hablar de estos temas y si tienen algún 
aporte para adelantarnos con respecto a cualquiera de estos temas, particularmente sobre la forma de 
fiscalizar ese 50% de tripulantes uruguayos en pesqueros, será muy bienvenido. De alguna manera, 
elaboraremos las disposiciones legales que correspondan o pediremos en su caso al Poder Ejecutivo, por 
ejemplo que analice el tema del practicaje en acuerdos internacionales con la Argentina, o veremos de tomar 
cualquier otra medida que sea del caso. 


Muchas gracias. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


